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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 14 de mayo de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Hitters, de Lázzari, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 100.414, "O. , P.J. . Habeas corpus".

A N T E C E D E N T E S

La Sala III del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó, sin costas, la acción de habeas corpus interpuesta a favor de P. J.O. .

El procesado, con el patrocinio letrado del señor Defensor Oficial ante ese Tribunal, dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, el que fue concedido por esta Corte (fs. 115/117). 

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos, presentada por la defensa la memoria que autoriza el art. 487 del Código Procesal Penal, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Coincido con el señor Subprocurador General: el recurso no puede prosperar.

1. El 5 de diciembre de 2006, la Sala III del Tribunal de Casación Penal rechazó la acción de habeas corpus deducida a favor del procesado detenido P. J.O. , teniendo en cuenta, en lo que cuenta y en lo coincidente, que la razonabilidad del plazo de duración del proceso y de la prisión preventiva no puede ser establecido en abstracto sino que debe ser evaluado en cada caso en concreto. 

En lo particular para concluir que en el sub lite no se afectó la garantía de mentas, el tribunal intermedio evaluó "que en el presente caso el imputado O. se encuentra detenido desde el 22/9/02 [...], que los delitos involucrados revisten gravedad (robo con homicidio resultante), que la condena de la instancia inferior lo es a trece años de prisión, y que en esta instancia, luego de decretada la admisibilidad formal [del recurso de casación deducido contra la sentencia condenatoria originaria], la Sra. Defensora con fecha 27/6/06 ha presentado escrito argumentando que luego de que peticione la comparencia de su defendido desistirá o no del debate oral, el cual ya ha sido fijado para el próximo mes de febrero de 2007" (fs. 73 y vta., voto del doctor Violini -ver, en lo pertinente, los votos concurrentes de los doctores Ursi y Borinsky; fs. 74/84 vta.-).

2. 1. En el recurso que abrió la competencia de esta Corte, el recurrente denuncia en primer lugar la arbitrariedad de la sentencia "por desconocimiento de la fijación de los plazos razonables de la detención provisional y de la totalidad del proceso, de acuerdo a las exigencias impuestas al respecto por los arts. 7.5 y 8.1 de la C.A.D.H." (fs. 97 vta., el original con énfasis).

Sostiene que el citado art. 7.5 resulta "la piedra basal sobre la que construir la noción de plazo de la detención provisional, lapso de tiempo que además de determinarse con precisión -en unidades de tiempo- debe contar con un carácter más: el de la razonabilidad de la duración" (fs. 98 vta.).

Entiende que el legislador nacional se ha hecho cargo de ello al sancionar la ley 24.390 "que en su artículo 9 se autoproclamaba reglamentaria de la garantía contenida en el art. 7.5 [de la C.A.D.H.], ya que en ella se fijaba un lapso de tiempo máximo para la detención provisional durante el trámite del proceso" (fs. 99).

A partir de "la vigencia del principio de retroactividad de la ley penal más benigna y del de progresividad" (fs. 99 vta.), descarta por inconstitucionales, como lo hiciera a fs. 15 y ss ante el Tribunal de Casación, la aplicación al sub lite de las modificaciones legislativas introducidas por la ley 25.430, concluyendo que "el texto original de la ley 24.390 es el que determina los parámetros idóneos para construir el plazo máximo de duración de la prisión preventiva en el trámite del proceso (incluida la etapa recursiva), el que tendrá una extensión de dos (2) años y seis (6) meses en los procesos simples, y de tres (3) años y seis (6) meses en las causas complejas" (fs. 100).

Agrega que esas "pautas, además, son válidas -y necesarias- para elaborar la [restante exigencia relativa al] lapso máximo con que cuenta el Estado para llegar a una resolución definitiva en los procesos penales" (entendiendo, ahora, la ley 24.390 como reglamentaria del art. 8.1 de la C.A.D.H.) -fs. citada-. En esta parcela, tacha de inconstitucional el apartado segundo del art. 141 del Código Procesal Penal por cuanto "desconoce el principio de reserva legal derivado del Estado de derecho; la división de poderes, por cuanto intenta reglamentar una garantía y termina por desnaturalizarla; y no repara en la obligatoriedad de la manda de la C.A.D.H. en las condiciones de su vigencia (al quitar a los recursos del concepto de proceso)" (fs. 100 vta. y 101).

En definitiva, afirma que "el proceso no podría durar más que la facultad de aplicarle al imputado la coacción estatal" (fs. 101 vta.).

Cita, en apoyo de su postura, doctrina de la Corte federal y de los órganos regionales de protección de los derechos humanos (v. fs. 101 vta./102 vta.) y concluye que la sentencia recurrida "en tanto desconoce los alcances de las garantías contempladas en lo normado por los arts. 7.5 y 8.1 de la C.A.D.H. es un pronunciamiento arbitrario [... que] afecta las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso que me asisten, habida cuenta que estoy sometido a un encierro provisional por un lapso de tiempo mayor a los tres años y seis meses, en el marco de un proceso penal que se ha extendido por sobre ese límite" (fs. 102 vta.).

2. 2. Como planteo subsidiario, denuncia la "inobservancia de lo normado por los arts. 7.5 y 8.1 de la C.A.D.H., lo que tuvo como consecuencia la violación al derecho a obtener un pronunciamiento definitivo sin dilaciones indebidas, tanto respecto de la coerción personal como del proceso penal en si mismo" (fs. 103, el original resaltado).

Aduce que la casación "al denegar mi libertad ha violado el derecho constitucional a ser juzgado y obtener una sentencia definitiva en un plazo razonable, conforme lo dispone el art. 15 de la Constitución Provincial, art. 7 inc. 5º y 8 incisos 1 y 2 del Pacto de San José de Costa Rica y art. 9.3 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en relación con el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional" (fs. cit.).

Trae a cuento algunos hitos procesales del sub discussio (fecha de comisión del hecho y aprehensión continuada desde el 22 de septiembre de 2002; sentencia condenatoria no firme del tribunal de juicio dictada el 23 de septiembre de 2004 -v. fs. 103 y vta.-) y los criterios elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva y del proceso en su integridad (v. fs. 105 vta./106).

Manifiesta que a la fecha de interposición del presente recurso extraordinario (19 de febrero de 2007; v. fs. 111 vta.) lleva "cumplidos en prisión preventiva algo más de cuatro (4) años y tres (3) meses de detención -en tiempo real-, por lo que el argumento de la magnitud de la pena en expectativa carece de relevancia (arts. 18 C.N., 2 y 3 del C.P. en relación con la ley 25.430)" (fs. 107).

Reputa que los criterios de los que se valió el órgano casatorio "no resultan ni pertinentes ni suficientes para sostener la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva" (fs. 107 vta.) y en cuanto a la razonabilidad del proceso en general menciona que el hecho que se le imputa "no revestía complejidad alguna" (fs. 108) y que respecto a su actividad procesal se limitó "a hacer uso de mis derechos constitucionales (básicamente, a que un tribunal superior revise la sentencia de condena impuesta, además de intentar recuperar el goce de mi libertad ambulatoria)" (fs. 108 vta.).

Después aborda la cuestión de la diligencia de las autoridades competentes en la tramitación del proceso y asegura que "me encuentro desde hace más de dos (2) años procurando la revisión de mi sentencia ante un tribunal superior, por lo que -de conformidad a lo dicho por la Corte Interamericana- éste período ha superado ampliamente lo que corresponde entender por plazo razonable del art. 8.1 de la C.A.D.H." (fs. 109).

Arriba a la cuenta de que la prisión preventiva que viene sufriendo "excede ampliamente lo que se debe entender por plazo razonable tanto de la detención provisional (art. 7.5 C.A.D.H.), como del proceso en su totalidad (art. 8.1 C.A.D.H.), lo que implica violación de la presunción de inocencia contenida por el art. 8.2 del mismo Pacto Internacional de Derechos Humanos" (fs. 110).

2. 3. Con todo, solicita que se case el fallo impugnado, se haga lugar a la acción de habeas corpus impetrada, de modo que se "declaren expirados los plazos legales máximos de encierro preventivo y de duración total del proceso", se disponga su inmediata libertad y se dicte su sobreseimiento "por extinción de la acción penal por prescripción" (fs. 110, v. allí y vuelta de foja el fundamento legal y jurisprudencial invocado). 

3. El recurso no puede ser receptado.

3. 1. En la causa P. 94.681, sent. del 13-XII-2006, adherí al voto del doctor Soria quien expresó que "es sabido que, a la luz de las normas que gobiernan el derecho a un «juicio rápido», los órganos de persecución penal no pueden mantener los procesos abiertos sine die. Esta fue, tempranamente, la doctrina expuesta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del caso 'M. ', en el que interpretó que debe reputarse incluido en la garantía de defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Constitución nacional, el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posible a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal (cf. 'Fallos', 272:188; 297:486; 298:312; 300:1102; 305:913; 310:57; 316:2063; 318:665, entre otros)".

"Sin lugar a dudas, desde la arista del acusado, tener que lidiar con una imputación envejecida compromete drásticamente, a la par que el debido proceso legal, el derecho de defensa en juicio. Eventualmente, su eficacia podría hallarse en apuros si el imputado tuviera que defenderse respecto de acusaciones en las cuales los hechos básicos habrían quedado 'oscurecidos por el paso del tiempo' (cf. doctr. C.S.J.N., 'Fallos', 316:365, consid. 13). En general, la propia finalidad del derecho penal quedaría devaluada si desde la ocurrencia del evento criminoso transcurriera un lapso excesivo sin que el Estado pudiera darle a la víctima y a la sociedad toda respuesta capaz de compensar el indiscutible reclamo de justicia".

"Es cierto que también el instituto de la prescripción pone la mira en el paso del tiempo, al presumir que con su devenir «la sociedad olvida y el interés del castigo desaparece» (cf. Vera Barros, La prescripción en el Código Penal, Bibliográfica Argentina, Bs. As., 1960, p. 29; C.S.J.N., 'Fallos', 194:245). Mas, el derecho a un «juicio rápido» responde a motivos bien distintos. Se trata de una garantía de corte procesal que esencialmente se refiere a las condiciones que hacen que un juicio sea legítimo (cf. Pastor, El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, Ad Hoc, Bs. As., 2002, p. 447). Por ende, aquéllas no se vinculan como la prescripción, con la punibilidad general y abstracta del hecho (cf. Pastor, ob. cit., p. 457), sino con otros factores".

Ahora bien, más allá del intento del recurrente por determinar un plazo máximo (v. fs. 99/102 vta.), nuestro ordenamiento jurídico, tal como se indica en la sentencia recurrida, carece de una regla preceptiva de un límite temporal exacto para la duración de la prisión preventiva y del proceso penal en general. Como sostuvo mi distinguido colega en el precedente invocado al comienzo de este sufragio, en la especia predomina "en cambio -no libre de críticas-, la llamada «teoría de la ponderación». Esta es la solución que ha seguido la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, siendo también recogida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (puede verse toda su evolución en Pastor, ob. cit., ps. 99 y ss.) y por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (cf. especialmente los votos disidentes en causa 'K. ', 'Fallos', 322:360; en la cual el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable fue atendido fuera de un supuesto de prisión preventiva -v. gr.: 'Fallos', 310:1476; 318:1877; entre otros-, en alusión al art. 7.5, C.A.D.H.)".

"Según esta postura, no es dable fijar el plazo razonable «en abstracto» ni establecerlo en un número preciso de días, semanas, meses o años, sino que los jueces deben evaluar, caso a caso, si la prolongación de un proceso [y del encarcelamiento cautelar, agrego ahora] ha sido o no razonable, teniendo en cuenta la magnitud del retraso, sus motivaciones, el perjuicio ocasionado, el comportamiento del imputado, el de las autoridades, entre otros criterios a ponderar".

De manera que resulta acertado lo decidido por la casación en la especie. Queda así resuelta la "cuestión central" (fs. 133 vta.) motivo de agravio, que fuera también recreada -en su medida- en la presentación de los amicus curiae en la causa Ac. 100.338 que en copia certificada traída por el señor Defensor Oficial de Casación corre por cuerda a la presente (v. fs. 114 y 17 y vta. del anexo -sin perjuicio de cualquier consideración sobre la legitimación en el sub lite-). 

Luego, en el subexamen y frente a las notas causídicas y las falencias de la acción ponderadas por la agencia casatoria para legitimar el tiempo de duración del proceso y de la medida de cautela personal, el recurrente no ha apreciado debidamente esos y otros extremos a fin de concluir en el eventual desbaratamiento de la garantía que invoca. En efecto, su planteo se apoya en la premisa de que ha sido superado el plazo razonable de duración de la prisión preventiva y del proceso, sin conseguir desarticular, más allá de sus alegaciones sobre las particularidades de la causa que provocan -desde su óptica- la concurrencia de los criterios que informan sobre la irrazonabilidad del plazo de detención cautelar y de duración total de la litis (v. fs. 106/109 vta.), las conclusiones razonadas del Tribunal de Casación. 

Al respecto, adviértase que la manifestación sobre la "falta de diligencia debida por parte de las autoridades" (fs. 107 vta.) resulta una conclusión que -en el razonamiento de la parte- se deriva infaliblemente por "el hecho de no haberse logrado en más de dos (2) años y tres (3) meses que un Tribunal superior" le revise su condena (fs. cit.); mas no viene integrada de un desarrollo explicativo tendente a evidenciar baches temporales injustificados en la instancia casatoria (controvirtiendo, así, el racconto específico formulado por el tribunal intermedio).

En definitiva, resultando impertinente la fijación de un límite temporal fatal para la duración del proceso y el encarcelamiento preventivo, la defensa no ha conseguido evidenciar la dilación indebida que denuncia ocurrida (esto es, la superación de los límites temporales razonables para llevar adelante la persecución penal y el castigo de los hechos punibles, y la medida de cautela dictada en ese tránsito contra el procesado).

Frente a lo resuelto por el Tribunal de Casación, la parte expresa una solución diversa, que si bien se apontoca en ciertas críticas al tratamiento acordado por ese tribunal al asunto, de modo alguno alcanzan a desfigurar la argumentación justificante impugnada en esta instancia extraordinaria.

Por todo ello, el reclamo adolece de insuficiencia y corresponde desestimarlo (doct. art. 495, Código Procesal Penal).

3. 2. Lo resuelto precedentemente resulta también aplicable al planteo subsidiario del recurso sobre la argüida "violación al derecho a obtener un pronunciamiento definitivo sin dilaciones indebidas, tanto respecto de la coerción personal como del proceso penal en si mismo" (fs. 103).

Voto, pues, por la negativa. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

1. Adhiero al doctor Genoud en cuanto rechaza por insuficiencia el reclamo de la defensa referido al plazo razonable de la detención y del proceso.

He señalado con anterioridad (P. 94.681, sent. del 13-XII-2006, entre otras) que en la segunda mitad de este siglo ha tenido concreción una nueva disciplina jurídica, esto es el derecho internacional de los derechos humanos, que a nivel convencional ha generado una serie de instrumentos y tratados internacionales que han servido para "oxigenar" al derecho interno, confiriéndole pautas abarcadoras a nivel universal y regional, desplegando una pantalla protectora para el ser humano en cualquier lugar donde se encuentre, lo que se ha dado en llamar la dimensión transnacional del derecho y la justicia (I. 2022, sent. del 20-IX-2000).

El Pacto de San José de Costa Rica y la jurisprudencia Interamericana, han llevado a cabo un importante refuerzo en el campo del debido proceso legal, imponiendo una serie de pautas que los Estados deben cumplir, al enunciar un conjunto de garantías para el litigante en el derecho interno. A esta materia me referí in extenso en P. 64.660 (sent. 12-XI-2003), por lo que a dicho precedente me remito.

En lo referente al plazo razonable del art. 8.1 (ídem art. 7.5.) de dicho Pacto, atinente a la duración del juicio, la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que tiene como finalidad impedir que los procesados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que la causa se decida prontamente (caso "S.  R. ", sent. del 12-XI-97, párr. 70, también casos "G.  A. y R. R. Vs. Perú", sent. del 25-XI-2005, párr. 106 y "A.  C. Vs. Ecuador", sent. del 24-VI-2005, párr. 74). 

El Tribunal de cita -siguiendo a su similar europeo, que es en algunas situaciones su fuente de inspiración- puntualizó que se deben considerar a estos fines tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) la complejidad de la causa, b) la actividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales.

Pero en el caso, como lo señala el magistrado que abre el acuerdo, el recurrente ha incurrido en insuficiencia, pues no demuestra que en el sub lite se den circunstancias que configuren una infracción a la garantía en cuestión (doct. art. 484 del C.P.P.) (P. 76.357, sent. del 30-VI-2004 y P. 72.819, sent. del 8-V-2006).

Por todo ello, considero que el recurso debe ser rechazado (art. 496 del C.P.P.).

2. A todo evento, corresponde señalar que no es pertinente en este caso tener a la pretensión deducida como una queja por retardo de justicia en los términos del art. 110 del Código Procesal Penal -en virtud del rechazo de la pretensión principal- puesto que según el informe agregado a fs. 139/140, el Tribunal de Casación ya dictó sentencia el 26 de febrero del corriente -condenando a O. a la pena de doce años y diez meses de prisión-.

Así lo voto.

El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la cuestión planteada en igual sentido.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votó la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.
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